¿ADAPTARNOS AL CAPITALISMO O “EDUCAR Y LUCHAR POR LA LIBERACIÓN NACIONAL”?

Los activistas de Nueva Cultura saludamos fraternalmente a los asistentes al Seminario Internacional de Pedagogía “25 años del movimiento pedagógico colombiano”.

1. Educar y luchar por la Liberación Nacional

“Educar y luchar por la liberación nacional” fue la orientación y la consigna aprobada en el Congreso de FECODE de 1982, en Bucaramanga. La consideramos entonces, y la seguimos considerando, correcta y ajustada a las necesidades del pueblo colombiano. Ella respondía y responde a la presencia omnímoda del imperialismo en este país, al predominio del monopolio de la tierra en manos de los que siempre han sido los señores de la guerra con mesnadas de mercenarios a su servicio. Esa consigna y esa orientación, daba respuesta justa a la explotación económica  y a la opresión política a la que la gran burguesía somete a las más amplias masas, pero también obedece a la imposibilidad que las diferentes fracciones de la burguesía tienen para dar solución al Problema Nacional, vale decir al problema de la tierra que, unido al problema de la democracia, cruza la formación social, atada al yugo de todo gamonalismo. 
Las directrices que desde esa consigna se trazaron para el trabajo pedagógico y cultural, se correspondía —por ejemplo— con la derrota que la clase obrera, a pesar de muchas inconsecuencias, había logrado infringir al Estado, cuando se puso al frente de lo que, por entonces, se proclamó como el paro “cívico” nacional de 1977. El carácter “cívico” que intentaron darle a la revuelta popular, no logró liquidar su condición proletaria. Por eso mismo logró frenar las políticas gran burguesas que tuvieron en el “salario integral” su más acariciada meta.

En esa misma perspectiva, donde la concepción clasista predominaba, se desplegó la lucha que llevó a la conquista del Estatuto Docente de 1979, tras heroicas jornadas del magisterio colombiano, afincado en una dirección básicamente correcta.

2. El comienzo de la catástrofe

No obstante lo anterior, y sólo dos años después, sobrevino el inicio de la catástrofe. 
Tal como lo enseña Lenin, la conciencia de clase surge en el conjunto de la lucha de clases. Por eso, el ritmo empezaron a marcarlo las apuestas nacidas al calor de la reinserción de sectores de la insurgencia que condujo a procesos de “paz” y “diálogo nacional”.  En este contexto, FECODE cambió la orientación de Bucaramanga y la mayoría de las fuerzas políticas que en ella inciden, llamaron a asumir una “pedagogía del pacto social, la convivencia, la tolerancia y la concertación”. Los ideólogos del que sería el “neo”liberalismo, coparon los espacios de la academia y de la pedagogía, con sus lecciones de individualismo metodologico y desvergüenza intelectual. De esta manera, se le facilitó al régimen dominante paliar la crisis capitalista que, desde 1972, venía agudizándose también en Colombia.

Así, el desarme ideológico se prodigó no sólo al magisterio y su movimiento pedagógico, sino también a la misma clase obrera y a amplios sectores populares, que recibieron la “influencia” de “escuelas” sindicales y Ongs al servicio de esta peste. Esta dinámica imposibilitó la resistencia a los propósitos gran burgueses, a las apuestas imperialistas. De este modo los cuadros de manejo del imperialismo y la gran burguesía colombiana comenzaron a imponer, paso a paso, metódicamente, las llamadas “apertura económica”, “apertura política” y “apertura educativa” (definidas, entre otros instrumentos, en la Misión Imperialista de Ciencia y Tecnología). 
En este marco, y como resultado de la capitulación de la pequeña burguesía, los partidos liberal y conservador, y las organizaciones bajo la tutela de la socialdemocracia, impusieron la Constitución Nacional de 1991, de esencia “neoliberal” y proto-fascista (corporativa). 
3. La Carta de 1991  y sus desarrollos

Con la “Carta Magna” se establecieron las bases (herramientas legales y “legítimas”) para imponer el nuevo ciclo de acumulación capitalista que tuvo como uno de sus ejes la privatización de la educación, la salud y demás “servicios públicos”.  De esta Constitución burguesa, que hizo parte de la cascada de reformas constitucionales y procesos constituyentes que inundaron por entonces a toda América latina, se derivaron normas como las Leyes 100 de 1993 y 115 de 1994 que incentivaron y sentaron las bases para el incremento de los “servicios públicos” de la salud y la educación, consideradas ya como mercancías, como materialidad concreta de suculentos negocios. Ya la Ley 91 de 1989 había servido de laboratorio para las leyes 50 y 100, marcando la pérdida de la retroactividad de las cesantías para los nuevos trabajadores, la elevación de la edad de jubilación y la entrega de la salud a los particulares, entre otros infamantes recortes.
Es necesario, en este balance, destacar la inconsecuencia en la dirección de las Centrales Obreras y en FECODE. No sólo habían echado al olvido el justo lema de “Educar y luchar por la liberación nacional”, sino que, en la práctica, se implementó una táctica que toleró la arremetida del régimen contra los trabajadores y la misma educación pública. La táctica permanente siempre levantó como criterio la “defensa de las condiciones” sólo de y para “los maestros ya vinculados”. En el corto tiempo, tuvimos, así, varios universos, varios tipos de contratación, hasta llegar a las condiciones actuales donde los “viejos” sienten que se retiran “preservando sus derechos”, y los “nuevos”, saben que ingresan sin nada, con derecho a nada.
4. ¿La más alta conquista del magisterio?

Se nos dijo que la Ley General de Educación había sido producto, también, del “movimiento pedagógico” y su más alta conquista. Para ello sobredimensionaron los “gobiernos escolares”, los PEI, la supuesta “autonomía escolar” que realmente sólo existió “regulada” y controlada, apuntando a la “autonomía económica” de la instituciones, vale decir, a la privatización. 

Esto fue implementando, paso a paso, el corporativismo en la educación (pero también en todas las esferas de la sociedad). La “democracia participativa” y los perores remedos de la democracia burguesa se desplegaron en la escuela como modelo de la única democracia posible. En esta dinámica, la oficialidad de la dirección de FECODE avaló el sistema de contratación laboral estipulado en la Ley 115 y que ha conllevado a una mayor privatización de la educación por la vía del programa de “ampliación de cobertura” que es, ni más ni menos, un sistema de intermediación —semejante al de la salud con las EPS e IPS— por medio del cual los empresarios, los “particulares”, cazan rentas extraordinarias derivadas del mismo presupuesto captado con el retrógrado impuesto al valor agregado. 
Lo aprobado en la Ley General de Educación, desarrolla el artículo 355 de la protofascista y corporativa Constitución Nacional de 1991, y en el artículo 185 establece estímulos a los colegios privados “comunitarios”…; en artículo 188 instaura plazas docentes en comisión para los colegios privados “sin ánimo de lucro; en el artículo 189, estímulos a los patronos;  en el  200, educación contratada con iglesias y confesiones religiosas;  en el 97, autoriza a los dueños de los colegios privados para pagar sólo el 80% a los docentes; en el 101, el “premio” al rendimiento que define que sólo dos estudiantes por grado, en las instituciones escolares estatales podrán ser excluidos del pago de matrícula y pensiones. A esto debe agregarse un largo etcétera. 
Como si lo anterior fuera poco, la concepción de currículo contenido en la Ley 115 y su Decreto reglamentario 1860 está puesta al servicio del imperialismo, de las políticas fondomonetaristas. 
5. Las reformas

A finales de los años noventa se inició un período de recesión económica que sirvió de pretexto a las clases explotadoras, aliadas del imperialismo, para imponer reformas a la Constitución Nacional de 1991 en las que han venido cayendo, una a una, las zanahorias que le habían quedado colgadas a la Carta como resultado de aspectos parciales de las reivindicaciones de los sectores que con su capitulación la hicieron posible. Así redujeron ostensiblemente los recursos económicos para la educación, de tal modo que la ilusión tras la que se había impulsado la municipalización, ahora mostraba su verdadera catadura: asumida la responsabilidad de financiar la educación en los “entes territoriales”,  se tenía que “reventar” de donde fuera los recursos, y los bolsillos de los padres de familia (clientes del nuevo negocio) deberían financiarlos, haciendo “rentable” este renglón de la economía. El camino ha dado continuidad coherente a lo sembrado en la Constitución de 1991 tanto como a su ley 115 de la educación  (o 100 de la salud): fusiones, mayor privatización, deterioro de las condiciones materiales de trabajo de los docentes y derecho a la ignorancia (Actos Legislativos, Ley 715 de 2001,  Decretos Reglamentarios 1850, 1278 y 230). Lo reiteramos: esto que para unos constituyó una “contrarreforma educativa”, no es más que una profundización de la privatización iniciada con la Constitución de 1991, la Ley 115, en las que se concretaron las políticas imperialistas en marcha también en el resto de América Latina (con la excepción de Cuba) y en el mundo entero. 
6. Predomino de la concertación y el “neo”liberalismo

FECODE, prisionera de una táctica centrada en el parlamentarismo y el regateo jurídico, se quedó corta en la confrontación a estas políticas del imperialismo y las clases dominantes.

En el contexto del predominio de la política de concertación de la dirigencia sindical, se ha venido implementando en Colombia y el resto del mundo el programa ya esbozado por los ideólogos del libre mercado, de la postmodernidad y de las pedagogías de victoria que imperialismo siembra y decanta (conductismo, positivismo y pragmatismo pedagógicos, constructivismo, teoría “crítica” en la versión liberal de la escuela de Frankfurt, postmodernidad, facistizante teoría de la inteligencias múltiples que entroniza el determinismo biológico como “explicación” de la condición social) como fundamento e instrumento que modela el nuevo tipo de fuerza laboral que la “globalización”, el imperialismo necesita. 
La Societé de Mont-Pèlerin se había reunido en los Alpes en 1947. Milton Friedman, F. Hayek, Karl Popper, junto a lo más granado de la intelectualidad militante del anticomunismo diseñaron allí el plan que llevaría a entronizar al mercado como el verdadero soberano de las sociedades “abiertas”, liberales. Sus herederos definieron en 1990 en Jomtiem (Tailandia), bajo los auspicios de la Banca Mundial, el lema de “Educación para todos”, centrada en las “competencias básicas” (lectura, escritura, expresión oral, cálculo, solución de problemas). Su larga mano, disfrazada de generoso altruismo asumió el camino de la privatización ya tabulado por los ideólogos de Mont-Pèlerin. Lo hizo en el Informe elaborado por la comisión presidida por Jacques Delors y presentado a nombre de la UNESCO como apuesta para el siglo XXI y con vocación milenaria: desde entonces es claro que “La educación encierra un tesoro”… mucha plusvalía y rentas extraordinarias. 
En la misma línea, el filósofo antimarxista Edgar Morin en su “Los siete saberes necesarios para la educación del futuro” ajustó el camino de quienes en Colombia complementaron la Ley General de Educación con las recomendaciones emanadas del Informe de los Sabios (o Misión de Ciencia, Educación y Desarrollo), de la mano de quienes el 7 y 8 de marzo del 2001, en Miami, definieron en la Cumbre Latinoamericana de Educación Básica el “Compromiso empresarial con la educación” que orientó la política internacional de los “Estándares curriculares”. A este evento asistieron, entre otros, el vicepresidente colombiano Gustavo Bell Lemus, Enrique Iglesias (por el BID) y Nicanor Restrepo (de Suramericana de inversiones). Ésta es, por sus pasos contados, la misma ruta agenciada por “Revolución Educativa” de Uribe y sus programas privatizadores.  
Los elementos aquí reseñados apuntan a viabilizar el regreso a las condiciones laborales del comienzo del capitalismo, “flexibilizando” el trabajo y la economía, liquidando el contrato de trabajo. Es el campo propicio de la obtención de plusvalía (absoluta y relativa) y rentas, es el reinado de la incertidumbre, el pantano de la formación en competencias para la maquila, para la “globalización”, para el TLC. 

En la documentación, en los informes y recomendaciones que orientan las políticas educativas, se define el saber, el conocimiento, la profesionalización y la calificación de la fuerza de trabajo como meras mercancías y se adecuan a satisfacer las exigencias de la realidad empresarial, a hacer de los sujetos trabajadores “competentes”, de tal modo que cumplan la Ley burguesa y se adapten a las modificaciones sustanciales de los procesos productivos y a la política colonialista en a la educación.
Más recientemente, en el marco de la consolidación del régimen de Ralito, el gobierno uribista y su paracongreso, acaban de aprobar otra nefasta reforma a la Constitución Nacional de 1991. Su propósito: ajustes al sistema de gobierno en  la línea de aceitar el Régimen y mantener el Estado tal cual es. El manejo de bolsillo de los 74 billones de pesos recortados al SGP apunta a reforzar el sistema gamonal y clientelista que nos rige. 
Es necesario, pues, un Plan Nacional de Lucha directa, no sólo del magisterio, sino del sindicalismo clasista, la clase obrera, el campesinado y los sectores populares. El capitalismo predominante en este país apunta a convertir todo trabajo, toda actividad en productora de mercancía, en condición de ganancia y acumulación. Para hacerlo, arrasa y niega todo rastro de vida digna. Con el Acto Legislativo 04, de Junio de 2007, el Estado pretende avanzar, también, en la segunda etapa de la certificación de la educación: su plantelización y entrega definitiva a los particulares (tal como lo viene haciendo con la salud), a no ser que seamos consecuentes en la lucha por reversar todo el proyecto gran burgués e imperialista.
Desde Nueva Cultura, convocamos ala lucha, desde el acumulado histórico en el cual los maestros hemos asumido que la pedagogía y es la política por otros medios. En lugar de currículo único (de acreditación y al servicio de la reproducción del capitalismo), reivindicamos un Currículo de resistencia que sirva al pueblo para hacer la revolución;  en vez de formar sujetos para el mercado capitalista, nos interesamos en desarrollar los procesos psicológicos superiores que apunten a forjar una nueva cultura al servicio del nuevo poder;  en lugar del método de la concertación y el pacto social, asumimos la pedagogía dialéctica, de combate al imperialismo y las clases dominantes;  contra el derecho a la ignorancia, asumimos la necesidad de desarrollar una práctica científica (opuesta a toda forma de confesionalismo) al servicio del proletariado;  contra la adaptación al mundo “globalizado”, preferimos el ejercicio del internacionalismo proletario y la lucha por un mundo sin explotación ni opresión. En fin, en lugar de aceptar los textos programáticos del imperialismo y las prácticas que conllevan al retorno de las condiciones laborales de los inicios del capitalismo, optamos por retomar y desarrollar la justa línea del Congreso de Bucaramanga: “Educar y luchar por la liberación nacional”
¡Abajo la plantelización y privatización de la educación… Por una educación gratuita, obligatoria, laica, científica, sin intermediarios y al servicio del pueblo… Contra el plan gran burgués e imperialista, un plan nacional de lucha obrera y popular… Educar y luchar por la liberación nacional y el socialismo...!
� Posición de Nueva Cultura planteada en Bogotá, el 5 de diciembre de 2207, en el Seminario Internacional de Pedagogía “25 años del movimiento pedagógico colombiano”.  
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